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Introducción
El tema a investigar ha sido seleccionado en el marco de una generación que ha visto fracasar los modelos políticos que se presentaban como alternativos al liberalismo occidental. Considero que una reforma institucional profunda es imprescindible en nuestro país y que debe afrontarse con parámetros muy distintos de los que se han utilizado en las reformas anteriores. 

El presente trabajo se propone investigar la actual crisis de gobernabilidad en la Argentina, teniendo en cuenta los nuevos movimientos sociales que reflejan que una gran parte de la población no encuentra canales de expresión ni satisfacción de sus demandas por las vías  institucionales tradicionales.

La “gobernabilidad” es un concepto muy debatido y cuestionado hoy en día. Adoptaremos una concepción amplia del término, entendiendo que el mismo está atravesado por diferentes ejes, que comprenden:

· capacidad de gestión gubernamental

· un entramado institucional capaz de canalizar demandas

· lazos de representación coherentes entre la sociedad civil y los hacedores de políticas públicas 

· un contexto de democracia, donde se cumplan los componentes liberales (derechos de los ciudadanos) y republicanos (división de poderes e igualdad)

· expectativa de que cierto orden se mantendrá por un tiempo prolongado

Intentaremos definir desde diversos abordajes algunos conceptos clave que subyacen en la comprensión de estos términos,  procurando dilucidar qué rol juegan sus significados en la práctica social. El principal foco de análisis estará puesto en analizar cómo las reformas neoliberales que se implementaron en los años `90, con la idea de un Estado más “eficiente”, no lograron construir la base de sustentabilidad que propugnaban para una gobernabilidad democrática. Esto, creemos, se debe entre otros factores a que las reformas se implementaron como un modelo exógeno que ignoraba (no ingenuamente) las características propias de la sociedad a que se aplicaba, de manera funcional a intereses básicamente del capital financiero internacional, quebrando lazos importantes de representatividad. Lazos cada vez más difíciles de recomponer,  mientras se mantenga como patrón el mismo modelo.

En la coyuntura mundial que enmarca nuestro estudio, el Estado no parece ser un referente representativo de los intereses de los ciudadanos. La apología del individuo dejó de lado la esencia de la comunidad. El  trabajo tomará en cuenta el enfoque teórico del globalismo. Se partirá para ello del planteo de Immanuel Wallerstein, quien presenta el momento histórico en que vivimos como la era post hegemónica del liberalismo. El autor plantea, tras el fin de la Guerra Fría, un nuevo tipo de polarización mundial norte-sur, que simboliza la distancia que separa a los países más desarrollados de los que luchan casi vanamente por insertarse en la estructura mundial económica y de poder, sustentada aún por una geocultura (ideología global), que se encuentra en decadencia.

Las políticas de mercado dificultan la supervivencia de la gran mayoría de la población mundial en vez de facilitarla. En la actualidad los Estados presentan dificultades para garantizar la seguridad física y material de las personas, ante lo cual se derrumba la base de legitimidad sobre la que se construye el propio Estado moderno capitalista, nacido del contractualismo para concretar el plan liberal. Y al ser el Estado la contraparte de la sociedad civil, vemos que la desintegración toma lugar allí también. 

Nuestro objetivo último es entonces plantear los cambios en la sociedad representada y la relevancia de que estos sean tomados en cuenta a la hora de proponer un nuevo modelo político, alejándonos de las teorías  que focalizan el debate sobre gobernabilidad en el gobierno, o donde se de la acumulación de poder (quizá no en los gobiernos sino en los mercados) para reflexionar sobre una reforma estructural.

Definiciones Preliminares

Todos coincidimos en que en una Democracia la soberanía reside en el pueblo. Sin embargo, las distintas corrientes teóricas no llegan a un acuerdo al momento de definir al pueblo. El pueblo no puede decidir hasta que alguien decida quién es el pueblo. 

El liberalismo define al pueblo como una suma de individuos iguales que deciden en libertad, aunque alguien juzga la elegibilidad del individuo considerado ciudadano capaz de ejercer sus derechos (personas de determinada edad, lugar de residencia, etc.). El pueblo como sujeto tiene como objeto al Estado; solo dentro de  este el pueblo se define como tal y puede ejercer su soberanía. Aún con esa delimitación básica, hoy parece un trabajo confuso definir quién es el pueblo, es decir a quién representa el Estado.

El Estado no es un aparato escindido y contrapuesto a la sociedad civil, sino que es el mismo entramado de relaciones sociales objetivado en instituciones.
 Al resultar tan dificultoso hoy definir al pueblo, no es de extrañar que igual de difícil resulte construir un Estado representativo de las complejas relaciones sociales que lo sustentan.  Hoy se cuestiona el propio espíritu nacional. Cada nación en principio se autodefinía por contraposición con otros Estados nacionales. En el marco de mercados desregulados y transnacionales, un capital financiero internacional autónomo, una creciente flexibilización de las relaciones culturales, las naciones pierden autonomía. Y pensar en un nacionalismo mundial es teóricamente imposible, pues entre otras cosas no habría contra quién afirmarlo.
 

Al mismo tiempo y contrariamente al movimiento de globalización hoy en día sucede también el reclamo de micronacionalismos, entidades cada vez más pequeñas que abogan por el derecho de autodeterminación. Esto es un obstáculo en el camino de construcción de una imagen abarcativa de nación que pueda ser representada en un gobierno. 

De cualquier modo, el fundamento de la autoridad política no puede estar en la invocación al absoluto imaginario de la “nación”. La autoridad política debe estar implícita en cada acto de fundación donde se reafirma la libertad. Cualquier absoluto con pretensiones trascendentales coarta la práctica mundana de libertad, donde reside el sentido de la política; la libertad la entendemos como la capacidad de los hombres  de poner en marcha nuevos procesos.
 

Cabe preguntarnos entonces, en una sociedad como la nuestra ¿existe la posibilidad real de que se concrete el potencial de libertad de los ciudadanos? Porque al existir en la representación moderna una cadena interminable de mediaciones, los procesos que se ponen en marcha desde los gobernantes se transforman de alguna manera en fetiches, poder autónomo con respecto a los votantes. 

Tomando a Habermas decimos que la autoridad política se basa en la correlación que haya entre la opinión y  voluntad que se generan en espacios públicos periféricos a la política, su tratamiento institucional y su transformación en poder utilizable administrativamente. Se constituye en el proceso comunicativo donde las resoluciones que surgen de la intersubjetividad social se transforman en ley; el adecuamiento del poder político a esa ley es el fundamento de su autoridad.
 Por lo tanto, el grado de gobernabilidad se relaciona directamente con el grado de adecuación que exista entre la voluntad pública y la ley primero, y entre esta y el actuar político en segundo lugar. 

Hoy se encuentra tan mediada la participación en la toma de desiciones vinculantes, que difícilmente los ciudadanos ven plasmado su discurso en los actos de gobierno. 

El individuo, como fin en sí mismo, objetiva su capacidad de juicio moral a través de valoraciones subjetivas; hay una creencia de cuáles son los valores que debieran regir su vida social. La representación es la adecuación entre este patrón de creencias y la forma de organización social que plantea el gobernante; es un lazo activo entre líderes políticos y gobernados, puesto que los gobernantes deben luchar permanentemente por el reconocimiento de los súbditos que los juzgan, básicamente a través del voto.
 

El tipo de mediación es el resultado de una forma específica de dominación en relación con cierta forma de creencia en la legitimidad. En las democracias de masas, Weber señala que el vínculo entre líderes y súbditos es fundamentalmente de origen carismático, lo cual le imprime cierta inestabilidad al régimen. El jefe de masas retoma algunos aspectos de la política pre-moderna: personaliza el carisma y establece un vínculo directo con sus seguidores. Pero mantiene un componente moderno; a pesar de la relación extra- institucional que se forma, mantiene el elemento democrático en tanto convence a los seguidores. El convencimiento es lo que lo transforma en un líder y no en un jefe autoritario. 

La representación en el plano de la política se da a través de la racionalidad sustancial que afirma la capacidad valorativa de los individuos. El político que ejerce capacidad de liderazgo (es decir de convencimiento) y logra la representación, une a los súbditos como totalidad; representa precisamente una agregación de intereses. El sistema es efectivamente representativo cuando los valores subjetivos imperantes en la sociedad se condicen con los valores objetivados en las instituciones. En este aspecto, no debemos dejar de lado la dialéctica que existe entre las instituciones y la mediación subjetiva; muchas veces el elemento objetivo es el que produce ciertas creencias, haciendo uso de su capacidad carismática.

El vínculo activo entre lo permanente de las instituciones y lo inmanente de las subjetividades puede verse también desde la óptica de Schmitt, quien establece que la validez de las normas no sirve sin la vigencia de las mismas. Dejando de lado el énfasis de este autor en defender la existencia de un soberano que medie entre la validez y la vigencia pudiendo actuar más allá de la ley si la situación lo requiere (aún con la posibilidad de derivar en una dictadura soberana), su idea de que la representación es un conjunto de normas jerarquizadas, combinación de reglas y capacidades activas de decisión
 completa la definición weberiana desde la que nos paramos. Schmitt agrega el contexto como componente importante en el fortalecimiento de la representación.  El permanente ejercicio de la capacidad de decisión de una autoridad legítima es lo que asegura la vigencia de las normas; el liderazgo político es fundamental para poder gobernar a las masas que desbordan el orden institucional y frenar algunas inestabilidades.

Reforma del Estado

La definición acerca de la eficiencia del Estado depende en gran medida de cuál se considere el rol del mismo. Es una definición política, depende de una visión particular del Estado. A la hora de determinar si este cumple eficazmente con sus funciones, hay que pensar cuáles son: ¿debe ser el Estado promotor del desarrollo sustentable? ¿Custodio de la gobernabilidad democrática? ¿Defensor de la equidad distributiva? ¿Regulador del mercado? ¿Motor del crecimiento macroeconómico? ¿Proveedor de bienes sociales? 

En la década del ´90 lo que primero se intenta poner en práctica es el paradigma de la eficiencia propio de la empresa privada. Se cree que la macrocefalía del Estado
, con demasiado poder y autonomía e incapaz de resolver cuestiones públicas, es lo que obstruye el crecimiento económico. El eje conductor de toda la transformación es la idea de aumentar la recaudación y reducir el gasto. Esto plantea varios inconvenientes. Por un lado ¿quién decide qué es un gasto injustificado? Por otro lado,  reducir espacios en el Estado no implica solamente reducir el gasto, sino un acotamiento de espacios de discusión y decisión de asuntos comunes, que deja mayor cantidad de problemas librados a la suerte del individuo en su vida privada. Instituciones democráticas que por su propia naturaleza internalizan y procesan conflictos de intereses y opiniones, resultan obstáculos en el desempeño de la economía orientada a resultados rápidos.  Por último, menos gasto en la administración pública no significa per se un aumento en la calidad de gestión, si no se plantean estrategias adecuadas de redestinación de los recursos que quedan librados por el achicamiento y de perfeccionamiento en el funcionamiento de los organismos que perduran. 

Algunas de las medidas adoptadas en relación con el aparato de gestión del Estado (que podríamos calificar como reforma administrativa) congruentes con ese paradigma fueron las siguientes:

· Se modificó gran parte del sistema de normas. Se rompió con la teoría weberiana tradicional que priorizaba los procedimientos para orientar a la burocracia hacia la consecución de productos y no de procesos. Esto cristalizó la idea de que el poder político estaba escindido del administrativo, y que este último debía ser reducido al mínimo. 

· Se abandonó la lógica de responder al “ciudadano” (mediación igualadora; todos los ciudadanos son iguales) y el foco de concentración se trasladó al “cliente” (concepto desigualador de mercado; el cliente obtiene mayores beneficios cuando tiene mayores recursos).

· Se aplicó una ingeniería de estructuras aplanadas en el empleo que se sobreponía sin eliminar, a la vieja estructura piramidal, resultando en la convivencia de funcionarios públicos actuando acorde con lógicas opuestas.     

· El empleo público nacional se redujo de un total de 981,012 personas en 1983 a 291,235 personas en 1998. Las causas fueron múltiples: traspaso de personal a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, exclusión estadística del personal de universidades nacionales como agentes estatales, transferencia de empleados a las provincias a través de programas de salud y descentralización educativa, personal que pasó a trabajar en empresas privatizadas, personal desvinculado en el marco de sistemas de retiro voluntario y jubilación anticipada. 

Las consecuencias fueron:

· Los gobiernos provinciales debieron hacerse cargo de nuevas responsabilidades y un aparato institucional más denso sin haber recibido para ello las capacidades de gestión y los recursos requeridos. Ello se tradujo en altos niveles de ineficiencia en el cumplimiento de los programas de gobierno y en una fuerte dependencia de municipios y provincias de las transferencias nacionales a través del sistema de coparticipación federal. 

· El Estado agigantado en el plano subnacional provocó en gran medida la crisis fiscal de los estados provinciales. 

· El mapa institucional del Estado nacional no se redujo, en todo caso podemos decir que sufrió una transmutación
. Se agrandó y comprende luego de la reforma: macroorganismos como la AFIP (recaudadora principal de ingresos públicos provenientes de impuestos), ANSES (encargada de la seguridad social, el rubro más significativo en el presupuesto de gastos), CONICET (Consejo que concentra lo más importante del aparato científico-tecnológico del país); entes reguladores encargados de controlar a las empresas de servicios públicos (ENARGAS, ENRE, OCRABA, etc.); instituciones con funciones de promoción, financiamiento y evaluación de la actividad académica y científica; instituciones encargadas de asegurar transparencia en la función pública como el Consejo de la Magistratura y la Oficina Anticorrupción; organismos que prestan servicios especializados de carácter sectorial (agropecuarios como SENASA, hídricos como INCYTII, etc.) Todos estos organismos se conformaron en general sin resolver la duplicidad de funciones por instituciones previamente creadas; sin la capacitación de personal adecuada; sin la definición clara de misiones y objetivos; y podríamos decir casi con certeza que ninguno cumple eficazmente con el fin para el cual fue creado. 

· El intento de eliminar a la burocracia como obstructora del procesamiento de demandas resultó fallido. Es mucho menos operativo un aparato burocrático donde conviven viejas y nuevas lógicas, empleados de planta y contratados,  políticos y funcionarios administrativos que se enfrentan entre sí.

· Frente al aumento de la desocupación el gobierno nacional puso en marcha programas de empleo transitorios, creando un sobreempleo por la vía de planes precarios y subsidios que suplantaba al sobreempleo público que se había intentado eliminar. 

· El gasto público que en 1990 sumaba U$S 61,949 millones, en 1999 ascendía a U$S 97,595 millones, lo que muestra que no sólo no se contrajo sino que aumentó notablemente. 

· El crecimiento de la deuda pública y los déficit fiscales generaron fuertes condicionalidades de los Organismos Multilaterales de Crédito (OMC) para los préstamos.

· Se decía que acotando al mínimo el elemento fundamental de corrupción – el Estado – esta tendería a desaparecer. Paradójicamente, en el proceso mismo de achicamiento – específicamente las privatizaciones – se vislumbran casos sumamente importantes de pactos informales y corrupción. Se instaló en el discurso público la idea de que los servicios funcionarían mejor estando privatizados, pues esa era la única forma que las empresas tendrían de mantener el lucro. Sin embargo, las empresas privatizadas gozaban de privilegios concedidos por la dirigencia política, que lejos de regular a favor de los usuarios, adaptaron las normas a la realidad impuesta por los interesados oferentes, adjudicatarios y concesionarios, permitiendo la persistencia de monopolios,  aumento de tarifas y repatriación de capital en lugar de la reinversión estipulada para el mejoramiento de los servicios.
  

Conjuntamente con la reforma administrativa se llevó a cabo un profundo proceso de privatizaciones que tenía por objeto reducir el déficit fiscal y enfrentar el endeudamiento externo, a la vez que garantizar el buen servicio bajo la lógica de que la satisfacción del cliente es la base de la renta del empresario. La privatización no era mala en sí misma, pero se dio en nuestro país con algunas características particulares:

· Antes de vender las empresas de servicios públicos se las dejó caer a límites extremos, en parte por falta de recursos y en parte para legitimar la opción privatizadora.

· Se conservaron los privilegios monopólicos para obtener mayores ingresos de las ventas.

· Se contractualizaron en exceso los servicios, obnubilando la posibilidad de marcar un responsable cuando el servicio fallara. 

· Se alegó que el riesgo país elevaba el costo de oportunidad de los inversores, lo que forzó a otorgar más beneficios a los privados para interesarlos en la oferta. Este es un eje fundamental para comprender las asimetrías regulatorias existentes que denotan la incapacidad del Estado de imponer reglas de juego más equitativas.  

Las consecuencias fueron las siguientes:

· La reducción de la deuda externa por vía de la recuperación de títulos, que se compraron a valor nominal cuando su valor real había caído notablemente, fue poco relevante con relación al monto acumulado (mientras que en 1992 la deuda representaba un 27% del PBI, al terminar la década bordeaba el 50%). 

· No se produjo una rebaja significativa de tarifas en servicios públicos, vulnerando la confianza de los usuarios. Las empresas privadas que habían ganado licitaciones por presentar mejores precios, luego realizaron ajustes en los mismos sin ningún control. 

· El aumento de la productividad, reestructuración e inversión en tecnología se consiguió por la reducción de personal y la flexibilización y precarización del mercado laboral; no hubo incorporación de recursos genuinos. 

· A los empleados despedidos o “retirados” se los indemnizó sin brindarles capacitación para la reinserción laboral, con lo cual la mayoría invirtió el dinero en negocios de escasa o nula rentabilidad económica. 

· El vínculo entre la elite política y la empresaria ha sufrido una transformación. El hecho de que los empresarios sean extranjeros plantea ciertas dificultades a la hora de obtener recursos y compromisos para proyectos, o concesiones sobre tarifas para mantener una organización social.  

· No existen parámetros claros; los contratos comenzaron a  renegociarse casi inmediatamente después de haber sido firmados.

· La alianza sobre la que se realizan las privatizaciones (entre la dirigencia del PJ, grupos económicos locales, grupos económicos extranjeros históricamente ligados al establishment local, acreedores propietarios de títulos de deuda y nuevos operadores extranjeros) dejó excluida de los beneficios a la mayor parte de la población. 

· A partir de la aplicación de las reformas estructurales, sus beneficiarios exigen la permanencia de las reglas de juego establecidas, invocando la “seguridad jurídica”. Pero esta pretensión no es más que el afán de cristalizar una relación de fuerzas. 

· Fue necesaria una cuota muy alta de poder político para llevar a cabo las privatizaciones y desmontar estructuras arraigadas en la sociedad, no compatible con la lógica de funcionamiento parlamentaria. Por ejemplo, bajo la conducción de Roque Fernandez, las privatizaciones del Correo Argentino y la red nacional de aeropuertos se gestionaron por decreto. Este último punto se encuentra estrechamente relacionado con la nueva lógica implantada, basada en resultados rápidos.  

La focalización en la inflación, principal defecto macroeconómico de los países latinoamericanos que brindó la base de apoyo para el Consenso de Washington, ha desviado la atención de otras fuentes de macroestabilidad. Al concentrarse en la liberalización comercial, la desregulación y la privatización, no tuvieron en cuenta por ejemplo, un elemento fundamental como la debilidad del sistema financiero. Así, varios países han tenido que solicitar recurrentemente préstamos de emergencia a los OMC, que sólo son útiles a los fines de paliar momentos de crisis. El punto clave no debería ser la liberalización o desregulación  sino la construcción del marco regulador que asegure un sistema financiero efectivo y su implementación respetando plazos secuenciales coherentes.
    

La Ley de Convertibilidad, la caída rápida de inflación y el crecimiento sostenido del producto dotaron a la Argentina de un horizonte de certeza que hizo bajar el riesgo país. Por otra parte, la apertura unilateral de la economía, la renegociación de la deuda en el marco del Plan Brady (1992) y los convenios con el FMI configuraron un cuadro favorable al nuevo “mercado emergente” en los términos planteados por la globalización. El ingreso masivo de capital golondrina (especulación de corto plazo) permitió financiar en los primeros años de la gestión del Ministro de Economía Domingo Cavallo, el crecimiento del gasto público, del producto, del crédito y del déficit en cuenta corriente que todo ello iba generando. Pero a partir de la crisis mexicana del ´94, sin ingreso irrestricto de capitales, se vio la necesidad de un severo ajuste. Ya no podían obtenerse dólares financieros; había que suplantarlos por dólares comerciales y la restricción de importaciones que eso implicaba se tradujo en recesión interna. 

La flexibilización de los años ´90 produjo la precarización del mercado de trabajo y además de profundizar la pobreza estructural, expandió en la sociedad un nuevo tipo de pobreza, más flexible también. Los asalariados comienzan a percibir que la posibilidad de transformarse en pobres es mucho más factible que antes; basta con quedar excluido del mercado laboral, lo cual sucede con frecuencia. Los sectores sociales ya no son rígidos y bien delimitados, y no sólo es más fácil caer un escalón en la escala social, sino que ascender se torna más dificultoso. Al volverse maleable la situación socio económica, se rompe con una línea de certidumbre y proyección, imprimiéndose un malestar en la subjetividad de los grupos sociales. Aparece la “exclusión” como una categoría escindida de la pobreza. Los excluidos son sectores con una conciencia histórica de inclusión, de acceso a ciertos bienes materiales significativos como la educación, que los ubicaban como sujetos de derecho. El sentimiento de marginalidad, de quedar al margen del sistema, se expande. Cada vez más los ciudadanos lo son formalmente y no efectivamente. La reacción de estos grupos a la marginalidad es en general una acción colectiva anti-institucional.

En Argentina tenemos el ejemplo de los piqueteros y  los cartoneros, grupos que en última instancia han debido ser reconocidos con cierto aura de institucionalidad (sin ser necesariamente incorporados con los derechos que reclaman) para poder ejercer algún control sobre ellos.  La marginalidad como sabemos es un mal ampliamente extendido en Latinoamérica y cada vez más países del mundo. Se expresa en Colombia con la cooptación de amplios sectores de la sociedad al narcotráfico, en Brasil con movimientos como el Sin Tierra, en México con la movilización de los zapatistas. En estos espacios, los ciudadanos buscan nuevas identidades.

La gobernabilidad es la variable que media entre la conflictividad social y el sustento de la democracia. Por ello es fundamental construir referencias políticas que integren a los sujetos, que conformen una agenda gubernamental lo más cercana posible a los conflictos que acosan la agenda pública de la sociedad. 

La crisis de representatividad actual se relaciona con el cambio en la sociedad representada. Un nuevo modelo de sociedad en el que algunos grupos quedan sin representación.  Hay un creciente número de desempleados que antes tenían en el mercado de trabajo su identidad social, que ya no se ve representado por  sindicatos ni partidos políticos.  

Si tomamos el caso de Brasil, vemos que el presidente Lula ha ganado en el año 2002 la presidencia con el 61% de votos. En Brasil, los sectores bajos y que constituyen la gran mayoría, se identificaban con el gobierno; un gobierno que representa es capaz de gobernar. 

Implicancias del Consenso de Washington

Una receta que pretendía ser estrictamente técnica se conformó en el núcleo político (donde precisamente se conforman las relaciones de poder) de los países más avanzados y se aplicó a toda Latinoamérica. Fue una idea subyacente de la misma adaptar las estructuras estatales para hacerlas funcionales a las nuevas formas de acumulación del Capital Global y ello se hizo en gran medida sobre la base de una correlación de fuerzas local muy desfavorable a los sectores populares.
 

Creemos que la neutralidad no existe en ninguna disposición económica (cualquier plan de acción sigue una línea política). Si se cree lo contrario, el óptimo técnicamente deseado nunca se logra, pues evidentemente cada enfoque político tiene su propia definición de lo óptimo.  

La estabilidad macreconómica que se perseguía no traía aparejado un equilibrio social porque del crecimiento económico no se seguía una redistribución del ingreso. Por otra parte, estabilidad no implica eficacia. 

Si tomáramos la gobernabilidad como la efectividad de un gobierno de llevar a cabo una política generando consenso en la sociedad al momento de aplicarla, podríamos decir que el gobierno de los ´90, aplicando las medidas  de Washington la consiguió.  Sin embargo, debido a estos programas de reformas y cambios culturales, la sociedad se transforma, se vuelve más compleja. El cambio estructural económico configura nuevas relaciones sociales; ya la sociedad no se mueve en torno a una estructura económica más o menos fija como en los ´80, y sin embargo no se crean identidades políticas nuevas que acompañen la transición. 

A nivel global las demandas empiezan a canalizarse por otras vías, nuevos movimientos sociales, y las identidades que se forman son frecuentemente en torno a bienes post-materiales, que no son excluyentes entre sí como las posiciones socio-económicas, pero cada una es poco abarcativa y ayuda a vislumbrar la creciente fragmentación de la sociedad. Las nuevas identidades a menudo chocan con valores sociales establecidos: la aprobación legislativa de la unión civil entre homosexuales amenaza el modelo tradicional de familia, los movimientos ecologistas interfieren (positivamente) en la libertad de acción de una empresa o en la soberanía nacional de un país al momento de explotar sus recursos naturales, etc.    

El éxito político del gobierno de Menem que queda plasmado en su reelección, se debe fundamentalmente a que las reformas permiten controlar el proceso de inflación que había desarticulado la base del contrato capitalista en todo nivel. Podríamos pensar también que la instauración de un nuevo actor hegemónico como son los grupos de capital y no habiéndose percibido aún las consecuencias sociales de las reformas, las mal o bien llamadas clases media y media-alta, ponderaron cierta estabilidad frente al fantasma de las pasadas crisis. Ese sentimiento de equilibrio en la estructura social se ve favorecido por haberse afianzado el juego democrático (la nueva forma dinámica del capital mundial necesita de la democracia para poder funcionar); la variable de ajuste debía encontrarse dentro del mismo sistema político y ya no alternando regímenes democráticos con autoritarismos. Pero a pesar de ello hacia fines de los ´90 este sistema político deja entrever numerosas fallas. 

El capitalismo llevó su lógica de acumulación hasta un punto que se acerca al ideal teórico: la mercantilización de todo (de la información, del ecosistema, del trabajo, del consumo, etc.) Existen razones socio-políticas que plantean un límite a la acumulación de capital: cierta conciencia política que exige a los gobiernos condiciones económicas y sociales más equitativas. En un sentido materialista, el Estado no puede continuar subsidiando a la empresa privada a la vez que expande sus compromisos con el bienestar de la ciudadanía (aspecto este último que no puede desatender si pretende mantener la legitimidad). Es entonces víctima de esta fuerte tensión, que vulnera su capacidad de mantener el orden y que irremediablemente buscará la distensión hacia alguno de los dos extremos. Las consecuencias están a la vista: aumentan los índices de exclusión y pobreza y el 55% de la población de América Latina está dispuesta a sacrificar la democracia por cualquier otro régimen que garantice el bienestar social.
 La inseguridad frente a la delincuencia y violencia, así como la desconfianza en las instituciones y la justicia, se transforman en desórdenes crecientes y autorreforzados que no son nuevos pero se perciben como peores en un momento en que la riqueza global llega a puntos de máxima expansión y se distribuye entre un porcentaje pequeño de la población. (Ver caso argentino en Anexo I)

Cuando el modelo de Washington comienza a mostrar algunas de sus consecuencias sociales, se proponen desde el Banco Mundial diferentes políticas. A corto plazo, políticas asistencialistas, seguros de empleo y protección a comunidades de riesgo, focalizadas puntualmente en algunos sectores específicos de la sociedad. A largo plazo, se plantean reformas institucionales: la educación se ve como el capital social necesario para la investigación y el desarrollo que proveen al bagaje tecnológico del capitalismo, y por ello el Estado debe procurar ese insumo para hacer más competitiva la economía; por otra parte se refuerza la desregulación y la liberalización financiera, convirtiendo al Estado en proveedor de algunos bienes sociales y despojándolo de su rol político. 

Cabía pensar entonces que las medidas correctivas de las reformas, si bien eran necesariamente políticas,  no se darían en el ámbito del Estado. Pero a partir del año 2000 y en medio del debate sobre cómo las condicionalidades de los Organismos Multilaterales de Crédito habían dirigido las políticas de reforma de los países Latinoamericanos, el Banco Mundial comienza  a reforzar la idea de “ownership” de los países con sus respectivos programas, deslindándose de la responsabilidad de su éxito o fracaso; instando simplemente a los países a orientar sus políticas (especialmente de los programas con financiamiento externo) hacia una gestión por resultados.
  

El Liberalismo

A pesar de que la retórica liberal presente una visión negativa del Estado, requiere de él como guardián para cumplir con el desarrollo de los derechos individuales. Pero como estos derechos se consideran inalienables, la mediación política debe ser restringida al máximo posible. 

El liberalismo se autoafirma generalmente en contraposición con el comunismo. Podemos tomar entonces la tesis de Wallerstein y ver la caída de los comunismos en 1989 como un signo del desmoronamiento del liberalismo, ideología dominante de la economía-mundo capitalista. 

Wallerstein define al liberalismo, el socialismo y el conservadurismo como ideologías en términos de respuesta política a los cambios de la modernidad. El cambio político que antes de la Revolución Francesa era la excepción, se instituye como normalidad con el liberalismo. Pero frente a un desmoronamiento, lo que se percibe como normalidad no es el cambio progresivo sino la desintegración social y cuando el ciudadano no encuentra respuesta en el Estado, busca protección en redes de grupos solidarios. Pues el Estado desde esta perspectiva, es directamente un agente liberal y capitalista por excelencia. La falta de credibilidad en el sistema lleva a las clases de los estratos más bajos a ejercer una presión muy difícil de controlar. Los estratos altos de la sociedad y principalmente el capital financiero, no están dispuestos a realizar concesiones, generando a su vez mayor presión sobre las clases bajas, que presionan aún más sobre el sistema; una dialéctica peligrosa. Tanto a escala mundial  como estatal, se está generando un nuevo tipo de desorden, que requiere acciones diferentes al orden del liberalismo. 

Frente a la decadencia de una estructura política, el papel del individuo (actor fundamental de la ideología liberal) no puede ser preponderante. La tendencia que se está siguiendo es la identidad grupal,  la cual aún no se define en una nueva ideología, en un programa político que tenga a los grupos como actores. Los grupos representan identidades parciales pero existe una importante interrelación entre ellos. Ha sido un error (y quedó históricamente demostrado) creer que la estructura política cuanto más unificada, más eficaz es. Tal vez habría que abandonar la idea de representación en una totalidad y comenzar a diversificar los espacios, planteando la alternativa de construir conjuntos de identidades, que mediante el consenso en algunos puntos cruciales puedan actuar de manera colectiva, sin seguir necesariamente la misma línea de acción en todos los ámbitos. Se trata de formar un sistema político más inclusivo a partir del trato diferencial que cada grupo social merece acorde con sus necesidades, exigiendo el cumplimiento real y universal de los derechos liberales. Si se lograra la cooperación en este sentido, seguramente presenciaríamos una distribución más igualitaria del poder y sus beneficios.  Los lazos de representación se verían reforzados y podría pensarse en un mayor grado de gobernabilidad. En este caso, la mediación de “nación” no sería el referente de pertenencia del conjunto social. 

Democracia y Cultura Política  

El sistema tradicional de formación de un gobierno democrático a través del sufragio se encuentra bajo el prisma del descreimiento. El viejo principio democrático que transfiere el peso de unanimidad al dictamen de una mayoría, es cuestionable cuando la mayoría alcanza un poco más del 50% de los votos, pero es casi insostenible cuando la mayoría no llega a un 26% de la población (elecciones a Presidente 2003 en nuestro país). Esto dentro del cuadro de quienes expresan su voto, ya que por otra parte presenciamos un creciente abstencionismo,  votos en blanco y votos impugnados que cada facción política interpreta según criterios particulares. 

Al mismo tiempo que las clases sociales tradicionales se desdibujan, los políticos se denominan “clase política”, mostrando cierta cohesión interna en un ámbito que se cierra sobre sí mismo y que ni siquiera se abre totalmente en época de elecciones. Ante numerosos temas de la agenda pública de una sociedad sofisticada y dinámica (temas éticos, de ecología, enfermedades transmisibles, avances en la genética, tecnología, etc.), temas que escapan a la discusión sobre la distribución, la política tradicional resulta a menudo inoperante. Los partidos no poseen el mismo poder de movilización que antes y las estructuras partidarias no permiten que llegue al poder gente realmente innovadora, lo que nos hace buscar alguna forma alternativa de ejercer la soberanía popular, emancipada de los partidos políticos. Una forma podría ser por ejemplo, escrutinios a través de sondeos permanentes que midan el estado de ánimo de la gente, sus necesidades y preocupaciones, y que se traduzcan en políticas públicas.
 De hecho, muchas veces el Estado solo se encarga de institucionalizar aquello que se resolvió en el nivel de la opinión pública. Pero la democracia de la opinión pública tampoco es totalmente confiable, ya que entre otros factores, los medios de comunicación masiva juegan un rol de interlocutor no objetivo entre la realidad y la gente (no podría ser de otro modo dado que los sujetos que integran los medios no pueden transmitir más que subjetividades en torno a los hechos concretos), sin descartar además las manipulaciones por intereses privados, generación de opinión a través de estrategias de marketing y manipulación de los sondeos de opinión (los cuales debieran actuar de nexo coordinante entre la ciudadanía y los gobernantes) para instaurar en la agenda pública cuestiones que sólo son prioritarias para una escasa minoría.

Además de los factores externos que mencionamos a lo largo del trabajo, hay un causante de la crisis intrínseco a nuestra sociedad, que es la cultura política; por esta entendemos el conjunto de valores y representaciones simbólicas acerca del  poder, el Estado y la interacción entre actores, que constituyen el modo en que cada uno juega de manera práctica la política. Tomando la tesis de Giorgio Alberti, Director de la Universidad de Bologna en Bs As,  vemos que la cultura política argentina (y latinoamericana en general) es un factor que contribuye a la erosión de las instituciones desde adentro. La manera de hacer política hoy contiene aún impresos signos del siglo XIX, el período del caudillismo.
  Se basa en el patrimonialismo, que implica la desregulada apropiación de recursos por parte de aquellos que detentan poder; en el particularismo, sistema de premios y castigos según características personales y no por las funciones del individuo; en la extrema personalización de las relaciones políticas que trae aparejada mecanismos de favores en desmedro de la meritocracia; y en el clientelismo, que reproduce las relaciones desiguales entre sujetos con desigual posibilidad de acceso a los recursos. Estos rasgos claramente desdibujan la frontera entre lo público y lo privado, corrompiendo las restricciones institucionales. 

Los movimientos populares que se están desarrollando desde hace algunos años tienden a promover identidades dividiendo la arena política y en torno a líderes carismáticos, que le dan fuerza y unidad al movimiento. Estos movimientos buscan en general la alteración de algún orden institucional, ya sea para incorporarse en él o para plantear un orden alternativo, y presentan un riesgo: transformar la política en un juego de suma cero. Si la institucionalidad se presenta cerrada, proliferan los movimientos (que movilizan mejor a los excluidos) ensanchando la arena política. En principio puede verse como el desarrollo de la pluralidad, pero cuando ninguno logra afirmar su hegemonía, no se producen acuerdos que permitan reordenar la relación Estado-sociedad y los movimientos se vuelven más  anti-institucionales, se produce una perversión en la política que Alberti llama  movimientismo. Este erosiona las instituciones presionando sobre ellas y al interior de las mismas cuando se instaura la lógica micro-movimientista (faccionaria). En este escenario el Estado debe ser sumamente fuerte para que no desaparezca la mediación institucional en la lucha por el poder. Por el momento y como ya vimos, el Estado argentino como estructura, está totalmente debilitado para hacer frente a esta presión. 

Comentarios Finales

Las medidas propuestas por el Consenso de Washington que se aplicaron en los ´90 dejaron un país transformado, pero no en el sentido que se esperaba. Si bien podemos afirmar que existe cierta estabilidad en las instituciones democráticas, la misma está siendo fuertemente erosionada por la carencia de legitimidad del sistema político. No es la democracia lo que se puso en juego durante las crisis de los últimos años, sino el sistema de cultura política que venía funcionando. 

En cuanto al programa de reestructuración neoliberal, podemos formular algunas críticas (además de las mencionadas ya en el desglose de las medidas). Básicamente existió una carencia notoria de la contraparte nacional al momento de analizar la especificidad de la sociedad a la que se aplicaba. La Argentina entre otras cosas, no contaba con una red de contención social adecuada para amortiguar el efecto social de las reformas. Por otra parte, lo que se necesitaba para lograr eficacia de las reformas era reforzar el Estado, no debilitarlo. Y no entendemos “reforzar el Estado” como una mayor concentración de poder (como sucedió en Chile, que paradójicamente impulsó la reforma bajo un gobierno militar y es el país latinoamericano que mejores resultados obtuvo en relación con los objetivos planteados) sino como la reserva por parte de las autoridades nacionales de los poderes de control y auditoría, y restricción al vaciamiento financiero. Este fortalecimiento sea quizá la única forma de quedar bien posicionado en el mundo de la globalización. 

En relación con la debilidad y flexibilización de la administración pública, vemos que una burocracia con rotación permanente de personal aumenta la conflictividad y fisura la memoria institucional. La eficiencia estaría mejor garantizada por la capacitación de personal idóneo, incentivado y estable, y la reformulación de objetivos y procesos. Creemos que contrariamente a lo que se suele afirmar, no son las políticas de emergencia las que no permiten un proyecto a largo plazo, sino que la falta de un programa estratégico a futuro que trascienda cada gobierno, es lo que nos vuelve esclavos del asistencialismo. 

Por una parte, la reforma del Estado no puede pensarse solo en términos de actores estatales o necesidades de mercado. Además de no escindir administración-política e incorporar mejor el concepto de tecno-político, deben tomarse en cuenta otros factores de poder (grupos de interés, organizaciones de la sociedad civil). Es decir, tomar al Estado como forma de organización social y no reducirlo meramente a sus aparatos operativos.

Por otra parte, es imprescindible transformar la concepción que los ciudadanos tenemos del propio Estado, que al ser de todos no es de nadie, o en todo caso pertenece a una clase política que lo utiliza para fines propios.  Teniendo en cuenta la cultura política imperante y midiéndola en  historicidad
, es fundamental redimensionar y redefinir al Estado y a la política como juego de conflicto y cooperación. 

Cabe destacar que nuestros gobiernos recurren a los pactos sociales más como herramientas de compensación de la debilidad institucional que como práctica democrática normal.  Pensemos si tanto la eficacia económica como la legitimidad democrática no dependen de la viabilidad de la política consensual.
 De la misma forma que el conflicto es inherente al sistema democrático, los pactos también los son; esta es la manera en que la democracia logra institucionalizar el conflicto (y es el único sistema que lo logra). Por ello debemos empezar a desligar a esos acuerdos de la connotación negativa que les damos; “pactar” no necesariamente implica “transar”. El hecho de que así se conciba, probablemente se deba a una fundada pérdida de confianza en los políticos, las políticas y la política.

Lo que puede concluirse es que un mero cálculo para que “la caja cierre” no hace al Estado eficiente y que si la estabilidad macroeconómica no se traduce en una mayor distribución del ingreso; es decir, si no se reduce la desigualdad económica y social, es muy difícil vislumbrar un final feliz para cualquier reforma político institucional. El crecimiento económico debe apuntar al desarrollo humano.

En oposición a las tradiciones antiguas, la libertad se sitúa hoy en contraposición al espacio público (representado por el Estado), se concibe como liberación de este y el poder de generar nuevas acciones se desarrolla en la vida privada. Esta es una idea que subyace a las reformas aplicadas. En cambio, coincidimos con Arendt en que si la acción de generar poder se extingue, solo queda una secuencia de causas y efectos que difícilmente logre una estrategia constructiva para la sociedad en su conjunto. Una sociedad que dista de ser homogénea, para la que tal vez habría que empezar a abandonar las mediaciones de “pueblo” y “nación” que fueron funcionales a la formación de Estados nacionales en el siglo XIX pero no parecen un fiel reflejo de la sociedad de hoy.  

El Estado nacional como figura política se encuentra en decadencia por no poder cumplir sus funciones básicas de resguardar la propiedad y seguridad física de las personas. Asimismo, no surge la posibilidad de un referente que cohesione a todo una nación como tal. Adherimos entonces a la perspectiva de mejor funcionamiento de los grupos, que se expresaría quizá en una descentralización bien planificada.  

Dentro de la teoría  de Wallerstein, este es un momento de recambio de hegemonías, donde se abre la posibilidad de una transformación en el sistema mundial. El escenario es propicio para que surjan nuevas hegemonías de las semi periferias. 

Aunque esto no suceda, la lógica neoliberal ya no parece encontrar sustento legítimo. Dentro de esta y  habiéndose reforzado en los últimos años, resulta muy difícil pensar en países latinoamericanos con marcos de gobernabilidad democrática.
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ANEXO I

Ingreso, Salarios, Pobreza e Indigencia, Actividad y Empleo 
(su evolución durante la actual gestión del presidente Néstor Kirchner)

Escribe: Claudio Comari
Agosto de 2004

(EXTRACTO)

Hemos tomado los datos correspondientes al total de los aglomerados urbanos  y los datos se presentan por quintiles, es decir que se ordena en una escala, a partir de los ingresos totales familiares, a todos los hogares dividiéndolos en grupos de 20% cada uno según los ingresos, de manera que el quintil 1 es el 20% de los hogares más pobres, mientras que el quintil 5 representa al 20% de los hogares con mayores ingresos. Se aclara que sólo se relevan como ingresos las percepciones monetarias, sin tomar en cuenta otro tipo de percepción.

En la tabla siguiente se presentan los datos del INDEC de la EPH de mayo de 2003 y del cuarto trimestre del mismo año (última medición disponible), según el porcentaje correspondiente a cada quintil del total de los ingresos de los hogares y a continuación una columna de comparación entre las dos mediciones. 


   May-03 
 4° Trim-03
 Resultado  

 1° quintil
     4.20%
       4.30% 
      +0.10%  

 2° quintil
     8.50% 
       8.80%
      +0.30%  

 3° quintil
   13.30% 
     14.00%
      +0.70%   

 4° quintil  
   21.50%
     21.60%
      +0.10%  

 5° quintil
   52.60%
     51.30% 
      - 1.30% 

 TOTAL
 100.00% 
   100.00%  


      



Comentarios

Si bien Comari utiliza el cuadro para mostrar cómo durante el cuarto trimestre de 2003, el quintil de ingresos más alto pierde respecto a la medición anterior 1,3% a favor  de los quintiles más bajos, lo que se observa con claridad es que del total de ingresos, el 20% de los hogares más pobres percibe el 4,3% mientras que el 20% de los hogares más ricos percibe el 51,3%. Existe por lo tanto un déficit importante en la distribución de la renta. 
ANEXO II

(Extracto de la página web de la Organización de Naciones Unidas)

Los Objetivos del desarrollo del Milenio
2. ¿Estamos bien encaminados para lograr los Objetivos del desarrollo del Milenio para 2015? 
Una simple extrapolación de las tendencias de la pobreza desde 1990 indicaría que el mundo está bien encaminado para reducir la pobreza de ingresos para 2015. Lamentablemente, la realidad es mucho más complicada y menos satisfactoria. Si se excluye a China, se observa que el progreso se ha hecho a menos de la mitad de la tasa que se necesita. El número de pobres de ingresos en las regiones de África al sur del Sahara, Asia Meridional y América Latina combinadas ha aumentado en alrededor de 10 millones por año desde 1990. Docenas de países experimentaron declinaciones absolutas de los niveles medios de vida en los dos últimos decenios.

Actualmente, 1.200 millones de personas luchan todos los días por sobrevivir con menos de un dólar de EE.UU. por día, o sea, casi el mismo número que hace un decenio.

http://www.undp.org/spanish/mdgsp/goalsandindicators.html
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